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La iniciativa impulsada por el 
gobernador Alfonso Durazo 

Montaño y que contó con la 
participación de la sociedad civil, 
para elevar la protección civil y la 
Gestión Integral del Riesgo a la 
categoría de derecho humano en la 
Constitución Política del Estado de 
Sonora representa, probablemente, 
una de las transformaciones jurídicas 
más trascendentes en esta materia. 
Más que una reforma administrativa, 
propone un cambio de paradigma: 
dejar atrás una visión centrada en 
la respuesta a las emergencias para 
construir un modelo permanente de 
protección de la vida.
Si esta reforma se consolida, 
Sonora podría colocarse a la 
vanguardia nacional al reconocer 
que la prevención no es sólo una 
función gubernamental, sino una 
obligación constitucional. Con ello, 
la Protección Civil deja de centrarse 
exclusivamente en los desastres 
para proteger de manera integral 
a la persona, su vida, su integridad, 
su patrimonio y las condiciones 
necesarias para su desarrollo. En 
consecuencia, la Gestión Integral del 
Riesgo también debe evolucionar: 
además de responder a las 
emergencias, deberá identificar, 
reducir y prevenir toda condición 
que incremente la vulnerabilidad 
humana.
Los riesgos ya no pueden evaluarse 
únicamente por su origen natural, 
físico o tecnológico, sino también 
por su impacto sobre la persona. Es 
en ese punto donde la protección 
civil converge con la bioética, ya 
que ambas comparten un mismo 
propósito: prevenir el daño y 

proteger la vida como el bien jurídico 
fundamental.
Desde esta perspectiva, elevar 
la Protección Civil a derecho 
humano abre un nuevo campo 
de reflexión jurídica. Si el Estado 
asume la protección de la vida 
como una obligación constitucional 
permanente, resulta legítimo 
preguntarse cuál es el alcance 
de ese deber cuando los riesgos 
provienen no sólo de la naturaleza, 
sino también de decisiones humanas. 
La Gestión Integral del Riesgo, la 
bioética y los derechos humanos 
convergen así en un mismo 
propósito: fortalecer una cultura 
preventiva orientada a la defensa 
integral de la vida.
Esta reflexión trasciende la 
ingeniería y la administración 
pública para adentrarse en el 
terreno de la bioética. Temas 
como la manipulación genética, 
la investigación con embriones, 
la eutanasia, la reproducción 
asistida, la inteligencia artificial 
aplicada a la salud y la interrupción 

voluntaria del embarazo dejan de ser 
exclusivamente asuntos médicos o 
jurídicos para dialogar con una visión 
preventiva centrada en la protección 
de la vida.
Ello no implica que la Protección Civil 
sustituya al derecho constitucional, 
sanitario o penal, sino que todas 
estas disciplinas converjan en un 
mismo propósito: fortalecer el deber 
del Estado de proteger la vida frente 
a riesgos previsibles y evitables. 
Desde esta perspectiva, la Gestión 
Integral del Riesgo trasciende 
la administración de amenazas 
para convertirse en un principio 
preventivo que invita a replantear, 
desde una nueva óptica, los grandes 
debates bioéticos de nuestro tiempo.
Si el nuevo paradigma consiste en 
colocar la protección de la vida como 
eje rector de toda política pública 
preventiva, entonces también 
resulta válido preguntarse cuál es el 
alcance de esa obligación cuando 
la vida humana se encuentra en sus 
primeras etapas de desarrollo.
La constitucionalización de 

la Protección Civil deja de 
ser únicamente una reforma 
administrativa para convertirse en 
una invitación a repensar el alcance 
del deber estatal de proteger la vida.
En consecuencia, la Gestión Integral 
del Riesgo del siglo XXI no puede 
limitarse a elaborar atlas de riesgo o 
coordinar cuerpos de emergencia. 
Debe consolidarse como una política 
pública transversal que dialogue con 
la salud, la educación, el urbanismo, 
el medio ambiente, la ingeniería, la 
bioética, el derecho constitucional y 
los derechos humanos. Toda decisión 
que incremente innecesariamente la 
vulnerabilidad humana constituye un 
riesgo que el Estado tiene el deber de 
prevenir.
La verdadera trascendencia de 
esta reforma no radica únicamente 
en reconocer un nuevo derecho 
humano, sino en establecer que 
la protección de la vida debe 
convertirse en el eje articulador 
de todas las políticas públicas de 
prevención. Cuando la Protección 
Civil trasciende la atención de 
desastres para asumir la defensa 
integral de la vida, deja de ser una 
función administrativa y se convierte 
en un principio rector del Estado 
constitucional. Ese podría ser, sin 
duda, el mayor legado de esta 
reforma.
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